
Revista de Dirección y Administración de Empresas. Número 17, diciembre 2010 págs. 73-98
Enpresen Zuzendaritza eta Administrazio Aldizkaria. 17. zenbakia, 2010 abendua 73-98 orr.

LA CREACIÓN DE SPIN-OFFS UNIVERSITARIAS EN 
LA UNIVERSIDAD ESPAÑOLA: MARCO LEGAL

JOSÉ MARÍA BERAZA GARMENDIA
Dpto.: Economía Financiera II (UPV/EHU)

RESUMEN

La creación, consolidación y proliferación de spin-offs universitarias 
requiere que se cumplan una serie de requisitos previos: inversión en I+D 
que contribuya a crear nuevas oportunidades tecnológicas; capital-riesgo 
para fi nanciar las primeras etapas de desarrollo de una spin-off; una cultura 
favorable al emprendizaje en el entorno universitario; programas específi cos 
de apoyo a la creación de spin-offs; un marco regulatorio-institucional que 
favorezca la I+D+i, la protección de la propiedad intelectual y la aproxima-
ción de los investigadores al mundo empresarial. En este artículo se analiza 
la reciente y previsible evolución del marco legal para la creación de spin-offs 
en la universidad española.

Palabras clave: I+D+i universitaria, spin-offs universitarias, creación de 
empresas, transferencia de conocimiento.

1.   INTRODUCCIÓN

En el contexto de una sociedad del conocimiento la innovación, el capi-
tal humano y la actividad emprendedora, en general, y la creación de empre-
sas basadas en el conocimiento, en particular, han adquirido una especial 
importancia. Así, la observación de diversas experiencias internacionales ha 
destacado la importancia de la creación nuevas empresas basadas en el cono-
cimiento en el entorno de las universidades como una manera de transferir los 
resultados de investigación al ámbito empresarial.
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Ahora bien, la creación, consolidación y proliferación de este tipo de 
empresas, conocidas con el término anglosajón de university spin-offs, 
requiere que se cumplan una serie de requisitos previos: inversión en I+D 
que contribuya a crear nuevas oportunidades tecnológicas; capital-riesgo para 
fi nanciar las primeras etapas de desarrollo de una spin-off; una cultura favo-
rable al emprendizaje en el entorno universitario; programas específi cos de 
apoyo a la creación de spin-offs; un marco regulatorio-institucional que favo-
rezca la I+D+i, la protección de la propiedad intelectual y la aproximación de 
los investigadores al mundo empresarial.

Precisamente la falta de cumplimiento, en mayor o menor grado, de algu-
nos o de todos estos requisitos en España explica que las tasas de creación, cre-
cimiento y consolidación de este tipo de empresas se encuentren por debajo de 
lo esperado y de los resultados obtenidos en otros entornos más favorables.

Centrándonos en el marco legal, los requisitos básicos que la creación de 
spin-offs universitarias exige de la legislación son los siguientes:

• La identifi cación clara de la titularidad de las invenciones realizadas 
por el profesorado universitario.

• La defi nición precisa de lo que se entiende por una spin-off.
• El reconocimiento del investigador promotor de una spin-off por su 

actividad de transferencia de conocimiento.
• La posibilidad de que el investigador promotor de la spin-off pueda 

tener una participación en el capital social de la empresa y poder per-
tenecer a los órganos de administración de la misma sin abandonar la 
universidad ni variar su situación contractual.

• La posibilidad de que el profesor, al menos en las etapas iniciales de 
la spin-off, pueda prestar sus servicios en la misma, sin que este hecho 
traiga consigo la práctica pérdida de la condición de funcionario.

• La existencia de mecanismos legales que permitan a la universidad 
participar en el capital social de la empresa.

• Con la fi nalidad de asegurar un correcto desarrollo de la spin-off y de 
fomentar la transferencia de tecnología universitaria, la posibilidad de 
la nueva empresa de acudir a la universidad y adquirir I+D producida 
en sus laboratorios.

Sin embargo, hasta fechas recientes la legislación española no ha favo-
recido la creación de spin-offs universitarias. Así, por ejemplo, dicha legis-
lación ha difi cultado la participación del profesor en el capital social y en los 
órganos de administración de este tipo de empresas, si este quiere mantener 
su condición de funcionario, y no ha favorecido su movilidad para que pueda 
trabajar como asalariado en las mismas. Estas y otras difi cultades son las que 
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han motivado que desde distintos foros se haya exigido una reforma de las 
disposiciones legales que regulan el proceso de creación de empresas de base 
tecnológica desde las universidades.

Por ello, en este artículo se realiza un análisis de la evolución del marco 
legal para la creación de spin-offs universitarias en la universidad espa-
ñola. El trabajo se divide en cinco apartados, además de la introducción. El 
segundo apartado realiza un repaso al marco legal previo a la promulgación 
de la LOU. El tercer apartado muestra las principales modifi caciones introdu-
cidas por la LOU. El cuarto apartado analiza el marco legal establecido para 
el caso de la investigación biomédica. El quinto apartado presenta las nuevas 
propuestas que se recogen en el Proyecto de Ley de la Ciencia, la Tecnología 
y la Innovación, y en el Proyecto de Ley de Economía Sostenible. El sexto y 
último apartado recoge las principales conclusiones.

2.   ANTECEDENTES: EL MARCO LEGAL PREVIO A LA LOU

Las normas que más infl uyen de forma directa sobre la creación de spin-
offs en las universidades españolas son: la Ley de Patentes, la Legislación 
Universitaria, la Ley de Incompatibilidades y la Ley de Contratos del 
Sector Público. También infl uye, aunque de forma más específi ca, la Ley de 
Investigación biomédica; y en un próximo futuro la Ley de de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación1, y la Ley de Economía Sostenible2.

La Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes estableció el marco jurí-
dico nacional sobre patentes y permitió a las universidades solicitar paten-
tes y licenciarlas. Mientras que las universidades fi guran como solicitantes y, 
en caso de concesión, retienen la propiedad, los académicos aparecen como 
inventores3. Así, el artículo 20 de la Ley establece que “corresponde a la 
universidad la titularidad de las invenciones realizadas por el profesor como 
consecuencia de su función de investigación en la universidad”. Además, el 
autor de estas invenciones tiene la obligación de notifi carlas inmediatamente 
a la universidad. Sin embargo, el mismo artículo establece que “el profe-
sor tendrá, en todo caso, derecho a participar en los benefi cios que obtenga 
la universidad de la explotación o de la cesión de sus derechos sobre las 

1. El Consejo de Ministros aprobó el 10 de mayo de 2010 la remisión a las Cortes 
Generales del Proyecto de la Ley de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.

2. El Consejo de Ministros aprobó el 19 de marzo de 2010 la remisión a las Cortes 
Generales del Proyecto de la Ley de Economía Sostenible.

3. Si la patente surge de un contrato (público o privado) de I+D, éste deberá especificar a 
cual de las partes contratantes corresponderá la propiedad de los posibles resultados patentables.
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invenciones” y que “corresponderá a los estatutos de la universidad determi-
nar las modalidades y cuantía de su participación”.

Según esto, la institución y la persona, según la regulación interna de 
cada universidad, compartirían los rendimientos de las posibles licencias. 
Estas regulaciones en muchos casos no existen o son muy recientes, así que, 
en la práctica, las universidades han negociado dichos rendimientos con los 
académicos caso a caso.

La Ley contempla la posibilidad de que la universidad ceda la titularidad 
de estas invenciones al profesor, autor de las mismas, pudiendo reservarse en 
este caso una licencia no exclusiva, intransferible y gratuita de explotación.

Por tanto, en línea con la mayoría de los países desarrollados, desde el 
año 1986 la titularidad de las invenciones del profesorado universitario como 
consecuencia de su función de investigación corresponde a la universidad.

Las universidades se benefician de la exención del pago de tasas de 
patentes solicitadas a través de la OEPM, gracias a una interpretación amplia 
del artículo 53.1 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma 
Universitaria, según el cual “los bienes afectados al cumplimiento de sus fi nes 
y los actos que para el desarrollo inmediato de tales fi nes realicen y los rendi-
mientos de los mismos disfrutarán de exención tributaria, siempre que esos tri-
butos y exenciones recaigan directamente sobre las Universidades en concepto 
legal de contribuyentes, a no ser que sea posible legalmente la traslación de la 
carga tributaria”. Dicho texto ha sido reproducido íntegramente en el artículo 
80.1 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

La Ley 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, en su artí-
culo 11 estableció la posibilidad de que las universidades contratasen con 
empresas y otras instituciones, consiguiendo así fondos adicionales, y a los 
profesores que obtengan parte de ellos.

Esta posibilidad ha sido mantenida en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades, que en su artículo 83.1 establece que “los 
grupos de investigación reconocidos por la Universidad, los Departamentos 
y los Institutos Universitarios de Investigación, y su profesorado a través de 
los mismos o de los órganos, centros, fundaciones o estructuras organizati-
vas similares de la Universidad dedicados a la canalización de las iniciati-
vas investigadoras del profesorado y a la transferencia de los resultados de 
la investigación, podrán celebrar contratos con personas, Universidades o 
entidades públicas y privadas para la realización de trabajos de carácter cien-
tífi co, técnico o artístico, así como para el desarrollo de enseñanzas de espe-
cialización o actividades específi cas de formación”.

Ahora bien, La Ley 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, 
no hace ninguna mención expresa a la función de transferencia de conocimiento 
universitaria, en general, y a la creación de spin-offs universitarias, en particular.



LA CREACIÓN DE SPIN-OFFS UNIVERSITARIAS EN LA UNIVERSIDAD ESPAÑOLA: MARCO LEGAL 77

3.   SITUACIÓN ACTUAL: EL MARCO LEGAL A PARTIR DE LA 
LOU

3.1.   La LOU
La Ley 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades ha tratado de 

impulsar la transferencia de conocimiento universitaria. Así, entre las fun-
ciones de las universidades, en esta ley se indica en el art. 2/c “la difusión, 
la valorización y transferencia de conocimiento al servicio de la cultura, de 
la calidad de vida, y del desarrollo económico”. En su artículo 41, titulado 
“Fomento de la investigación, del desarrollo científi co y de la innovación 
tecnológica en la Universidad”, se indica en las letras f-h del apartado 2 los 
objetivos de interrelación entre universidad y el sector productivo. Así, se 
indica la importancia de la coordinación en I+D entre el sector público y pri-
vado, y la posibilidad de creación de centros de I+D mixtos entre el sector 
universitario y la empresa. La vinculación entre ambos sectores será esencial 
“para articular la transferencia de los conocimientos generados y la presencia 
de la Universidad en el proceso de innovación del sistema productivo y de 
las empresas” y dicha vinculación podrá llevarse a cabo “a través de la crea-
ción de empresas de base tecnológica a partir de la actividad universitaria, en 
cuyas actividades podrá participar el personal docente e investigador de las 
Universidades conforme al régimen previsto en el artículo 83”.

Por tanto, en esta ley se hace mención expresa por primera vez de la 
posibilidad de la transferencia de conocimiento a través de la creación de 
empresas de base tecnológica a partir de la actividad universitaria.

Asimismo el artículo 84 establece que “para la promoción y desarrollo 
de sus fi nes, las Universidades, con la aprobación del Consejo Social, podrán 
crear, por sí solas o en colaboración con otras entidades públicas o privadas, 
empresas, fundaciones u otras personas jurídicas de acuerdo con la legisla-
ción general aplicable”. En consecuencia, no existen obstáculos legales que 
impidan a las universidades la creación de o la participación en sociedades 
mercantiles dirigidas a explotar comercialmente los resultados de la investi-
gación universitaria.

De todas formas, a pesar de no existir obstáculos para crear empresas o 
participar en ellas, las universidades deben tener en cuenta que una partici-
pación demasiado alta de la institución puede desvirtuar el concepto de spin-
off. Es importante que los emprendedores consideren la iniciativa empresarial 
como propia, y por tanto lo ideal es que mantengan, al menos en las etapas 
iniciales de la nueva empresa, una alta participación en el capital social de 
la misma. Por otra parte, una participación de la universidad superior al 50% 
convierte a la empresa en pública, con lo cual deberá someterse a la Ley de 
Contratos del Sector Público para contratar servicios, suministros, obras, 
etc. Además, una participación mayoritaria en su capital obliga a la empresa 
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a rendir cuentas en los mismos plazos y procedimientos que las propias 
universidades.

La LOU, en su primera redacción, no hace ninguna mención a la posibi-
lidad de la participación del profesor en el capital social, en los órganos de 
administración o a ocupar un puesto de trabajo en la spin-off, si quiere mante-
ner su condición de funcionario. De hecho, la Ley 53/1984, de 26 de diciem-
bre, de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas, en su artículo 16.2, es muy estricta con el personal docente univer-
sitario, e impide el reconocimiento de compatibilidad si el profesor desarrolla 
su actividad a tiempo completo. La actividad académica a tiempo completo 
tiene la consideración de “especial dedicación”, cosa que no ocurre con otros 
colectivos del sector público, como, por ejemplo, el personal de administra-
ción y servicios de las propias universidades. Por tanto, el profesor no podrá 
ser contratado por su spin-off mientras su dedicación sea a tiempo completo.

Además, lo más lógico es considerar que la actividad de la empresa esté 
directamente relacionada con las del departamento universitario en el que el 
profesor presta sus servicios. Pues bien, de acuerdo con el artículo 12.1.b de 
la Ley de Incompatibilidades, los profesores universitarios no podrán for-
mar parte de los consejos de administración ni de los órganos rectores de las 
spin-offs siempre que su actividad esté directamente relacionada con las que 
gestione el departamento, organismo o entidad en que preste sus servicios el 
personal afectado.

En cuanto a la participación del profesor en el capital de la empresa, no 
existe limitación si la empresa no quiere tener a la administración pública 
entre sus clientes. Ahora bien, la conjunción de la letra f) del artículo 49 
de la Ley de Contratos del Sector Público y del artículo 12.1.d de la Ley de 
Incompatibilidades obliga a una participación del profesor en el capital no 
superior al 10% si la spin-off quiere tener la posibilidad de contratar con las 
administraciones públicas.

Estas difi cultades son las que motivaron que desde distintos foros se 
exigiera en su día una reforma de las disposiciones legales que regulaban el 
proceso de creación de empresas de base tecnológica desde las universidades 
(Condom y Valls, 2003).

3.2.   La reforma parcial de la LOU
Así, la LOU sufre en 2007 una modifi cación parcial4 que pretende, entre 

otras cosas, potenciar la transferencia de conocimiento a las empresas. El 

4. Ley 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la Ley 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades.
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apartado 3 del artículo 39 señala que “la universidad tiene, como uno de sus 
objetivos esenciales, el desarrollo de la investigación científi ca, técnica y artís-
tica y la transferencia del conocimiento a la sociedad…”. A su vez, el nuevo 
apartado 3 del artículo 41 establece que “la transferencia de conocimiento 
es una función de las universidades. Estas determinarán y establecerán los 
medios e instrumentos necesarios para facilitar la prestación de este servicio 
social por parte del personal docente e investigador” y a continuación señala 
que “el ejercicio de dicha actividad dará derecho a la evaluación de sus resul-
tados y al reconocimiento de los méritos alcanzados, como criterio relevante 
para determinar su efi ciencia en el desarrollo de su actividad profesional”.

La nueva legislación permite al profesorado funcionario y contratado 
permanente universitario solicitar una excedencia máxima de 5 años para 
incorporarse a una empresa tecnológica creada o desarrollada a partir de 
patentes o de resultados generados por proyectos de investigación fi nanciados 
total o parcialmente con fondos públicos y realizados en universidades en los 
que hayan participado. Durante el período de excedencia tendrán derecho a la 
reserva del puesto de trabajo y a su cómputo a efectos de antigüedad (nuevo 
apartado 3 del artículo 83).

A partir de ahora tampoco se aplicará a los profesores funcionarios las 
limitaciones, antes mencionadas, establecidas en el artículo 12.1.b y 12.1.d 
de la Ley de Incompatibilidades. Los profesores funcionarios, cuando parti-
cipen en empresas de base tecnológica, promovidas por su universidad y par-
ticipadas por ésta o por alguno de los entes previstos en el artículo 84 de la 
LOU, creadas a partir de patentes o de resultados generados por proyectos 
de investigación realizados en universidades, siempre que exista un acuerdo 
explícito del Consejo de Gobierno de la Universidad, previo informe del 
Consejo Social, que permita su creación, en el que se debe certifi car la natu-
raleza de base tecnológica de la empresa, y las contraprestaciones adecuadas 
a favor de la universidad, podrán pertenecer a sus consejos de administración 
o tener una participación superior al 10% en el capital social de estas empre-
sas tecnológicas (disposición adicional vigésimo cuarta que modifi ca la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio 
de las Administraciones Públicas).

3.3.   Desarrollo legislativo de la LOU
En la reforma parcial de la LOU también se establece que el Gobierno, pre-

vio informe de la Conferencia General de Política Universitaria, regulará las 
condiciones y el procedimiento para la concesión de excedencias para incorpo-
rarse a una empresa tecnológica (nuevo apartado 3 del artículo 83) y las con-
diciones para la determinación de la naturaleza de base tecnológica de estas 
empresas (disposición adicional vigésimo cuarta), y se insta al Gobierno a que, 
en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la ley, apruebe mediante 



JOSÉ MARÍA BERAZA GARMENDIA80

Real Decreto el estatuto del personal docente o investigador universitario, que 
incluirá la regulación, entre otras cosas, de las condiciones en las que los pro-
fesores o investigadores funcionarios universitarios podrán participar en la 
gestión y explotación de los resultados de investigación (disposición adicional 
sexta de la LOU). Pues bien, hasta la fecha el Gobierno no ha llevado a cabo 
esta regulación. Lo único que existe es un Borrador de Real Decreto por el que 
se defi ne a las EBT y se regula la integración y participación del personal fun-
cionario de los centros públicos de investigación en dichas empresas, y otro 
Borrador de Estatuto del personal docente e investigador.

En el primer Borrador citado se defi ne a una EBT como “una entidad 
pública o privada cuya constitución es promovida, directamente o a través de 
una entidad vinculada, por una universidad o un organismo público de inves-
tigación, con la participación de uno o varios de sus investigadores, al objeto 
de realizar la explotación económica de resultados de I+D obtenidos por 
éstos”. Además, se establece que:

a) La participación en el capital fundacional de la empresa de dichos cen-
tros públicos e investigadores, en su conjunto, no sea inferior al 10%.

b) Incluya entre sus actividades la investigación y el desarrollo tecnoló-
gico sobre el resultado de I+D del que se parte, la producción de bie-
nes o servicios, y su comercialización.

c) Deberá destinar a investigación y desarrollo, como mínimo, una inver-
sión equivalente al 15% de su facturación.

Por su parte, en línea con lo establecido en la LOU y su reforma poste-
rior, en el Borrador de Estatuto del personal docente e investigador se incluye 
como actividades de innovación y transferencia del conocimiento del perso-
nal docente e investigador la creación de empresas de base tecnológica de 
origen académico y basadas en el conocimiento, o participación en las mis-
mas (artículo 11); se reconoce y regula la movilidad temporal para la explo-
tación de los resultados de investigación por incorporación a empresas de 
base tecnológica (apartados 2 y 5 del artículo 19); se recoge la posibilidad de 
obtención de una excedencia conforme a lo previsto en el apartado 3 del artí-
culo 83 de la LOU (apartado 5 del artículo 18), estableciéndose las siguientes 
condiciones para la obtención de la misma (apartado 2 del artículo 23):

a) Las excedencias sólo podrán concederse por un límite máximo de 
cinco años.

b) Durante este período, los excedentes tendrán derecho a la reserva del 
puesto de trabajo y a su cómputo a efectos de antigüedad.

c) Los periodos de excedencia concedidos a este fi n computarán a efec-
tos de la concesión de retribuciones ligadas a méritos individuales 
por el ejercicio de las siguientes funciones: investigación, desarrollo 
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tecnológico, transferencia de conocimiento y gestión. La concesión 
de esta excedencia estará subordinada a las necesidades del servicio 
docente e investigador de las unidades universitarias donde esté inte-
grado, y la universidad velará por ello.

d) Si con un mes de anterioridad a la fi nalización del período por el que 
se hubiera concedido la excedencia el profesor no solicitara el rein-
greso al servicio activo, será declarado de ofi cio en situación de exce-
dencia voluntaria por interés particular.

e) Entre el fi n del disfrute de una excedencia de este tipo y el comienzo 
de la siguiente, que deberá obtenerse para el desarrollo de una 
empresa de base tecnológica diferente y a partir de nuevos resultados 
de investigación, por parte de un mismo profesor, deberá transcurrir 
un período mínimo equivalente a dos años a tiempo completo.

f) Durante el tiempo que dure la excedencia el personal afectado con-
tinuará sujeto al régimen de incompatibilidades previsto en la Ley 
53/1984 y en la LOU en las mismas condiciones que las existentes 
antes de la concesión de la citada excedencia.

Asimismo, se señala que “en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional vigésimo cuarta de la LOU no serán de aplicación las limitaciones 
establecidas en el artículo 12.1 b) y d) de la Ley 53/1984, de 26 de diciem-
bre al profesorado funcionario de los cuerpos docentes universitarios cuando 
participen en empresas de base tecnológica promovidas por su universidad y 
participadas por ésta o por algunos de los entes previstos en el artículo 84 de 
la LOU” (apartado 3 del artículo 24).

Además, en este Borrador se establece que “los profesores de los cuerpos 
docentes universitarios con dedicación a tiempo completo que fundamenten su 
participación en proyectos de investigación cuyos resultados hayan dado lugar 
a la creación de una empresa de base tecnológica podrán solicitar el régimen de 
dedicación a tiempo parcial para compatibilizar su actividad en la Universidad 
con la actividad laboral en dicha empresa. El profesor podrá volver al régimen 
de dedicación a tiempo completo siempre que lo solicite con una antelación 
mínima de dos meses a la fi nalización del período por el que se hubiera con-
cedido el régimen de dedicación a tiempo parcial” (apartado 3 del artículo 23).

Por tanto, la reforma de la LOU establece, por primera vez, la función 
universitaria de transferencia de conocimiento y el reconocimiento curricu-
lar de la transferencia de conocimiento, suaviza el régimen de incompatibi-
lidades del profesor funcionario a los efectos de su participación en EBT, y 
prevé, también por primera vez, un régimen específi co para la participación 
del personal docente universitario en este tipo de empresas. Sin embargo, la 
falta de cumplimiento del desarrollo legislativo previsto en la propia Ley, 
deja sin efecto la mayoría de las medidas contempladas en la misma.
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4.   LA LEY DE INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA

Aunque limitada al ámbito de la investigación biomédica, en línea con lo 
establecido en la LOU y en el Borrador de Real Decreto sobre el estatuto del 
personal docente o investigador universitario, la Ley de Investigación biomé-
dica (LEY 14/2007, de 3 de julio) contempla la posibilidad de que los fun-
cionarios o personal estatutario puedan solicitar una excedencia máxima de 
5 años para incorporarse a una empresa tecnológica creada o desarrollada a 
partir de patentes o de resultados generados por proyectos de investigación 
fi nanciados total o parcialmente con fondos públicos y realizados en centros 
de investigación en los que hayan participado, y que durante el período de 
excedencia tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo y a su cómputo 
a efectos de antigüedad (apartado 2 del artículo 86). Adicionalmente, en el 
Real Decreto 1014/2009 de 19 de junio, se regula la movilidad temporal para 
la explotación de los resultados de investigación mediante excedencia por 
incorporación a empresas de base tecnológica, estableciéndose las siguientes 
condiciones (artículo 2):

a) La concesión de la excedencia temporal se subordinará a las necesida-
des del servicio y al interés que los centros públicos de investigación 
tengan en la realización de los trabajos científi cos y técnicos que se 
vayan a desarrollar en la empresa de base tecnológica.

b) La excedencia temporal para prestar servicios en empresas de base 
tecnológica se concederá para el desarrollo de tareas que estén direc-
tamente relacionadas con la actividad científi ca o técnica que el perso-
nal funcionario o estatutario viniera realizando en el centro público de 
investigación de procedencia. Dicha prestación se podrá realizar sola-
mente en régimen de contratación laboral. El solicitante deberá acredi-
tar su participación en el proyecto científi co del que surge la empresa.

c) La duración de la excedencia no podrá ser superior a cinco años, sin 
que sea posible, agotado dicho plazo, solicitar nuevas excedencias 
temporales para la prestación de servicios en la misma empresa de 
base tecnológica.

d) Las empresas de base tecnológica donde se podrán prestar servi-
cios han de tener por objeto alguna de las actividades recogidas 
en el artículo 19.1 de la Ley 13/1986, de 14 de abril, de Fomento y 
Coordinación General de la Investigación Científi ca y Técnica (activi-
dades de investigación científi ca o desarrollo tecnológico o la presta-
ción de servicios técnicos relacionados con los fi nes de las mismas).

e) La participación de los centros públicos de investigación en el capital 
de la empresa de base tecnológica donde se vayan a prestar servicios, 
sea en especie o mediante aportación dineraria, no podrá ser inferior al 
10% en el momento de concederse la correspondiente excedencia.
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También en este Real Decreto se establece, solo a los efectos del mismo, 
que se entiende por empresa de base tecnológica aquella empresa cuya acti-
vidad requiere la generación o un uso intensivo de tecnologías, para la gene-
ración de nuevos productos, procesos o servicios, derivados de investigación, 
el desarrollo y la innovación y para la canalización de dichas iniciativas y 
transferencia de sus resultados (apartado 2 del artículo 1).

Asimismo, en esta Ley de Investigación biomédica se señala que “las 
Administraciones Públicas promoverán entornos propicios para el desarro-
llo de iniciativas privadas y fomentarán la creación de nuevas oportunida-
des empresariales que surjan del propio Sistema Nacional de Salud, incluida 
la constitución de sociedades de capital-riesgo orientadas a la inversión en 
investigación biomédica” (apartado 3 del artículo 89).

Por tanto, aunque circunscrita al ámbito de la investigación biomédica, 
en esta Ley, por primera vez, se regulan las condiciones para la concesión de 
excedencias por incorporación a empresas de base tecnológica, y se establece 
lo que se entiende por una empresa de base tecnológica.

5.   LOS PROYECTOS DE LEY DE LA CIENCIA, LA TECNOLOGÍA 
Y LA INNOVACIÓN, Y DE ECONOMÍA SOSTENIBLE

Mientras sigue todavía pendiente el desarrollo legislativo señalado 
anteriormente, la creación de spin-offs universitarias en las universida-
des españolas parece que va a ser objeto de un nuevo marco legal, tal como 
parece desprenderse de lo recogido en el Proyecto de Ley de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación (PLCTI), y en el Proyecto de Ley de Economía 
Sostenible (PLES).

5.1.   El Proyecto de Ley de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación
Si fi nalmente se aprueba con su actual redacción la Ley de la Ciencia, la 

Tecnología y la Innovación, la regulación establecida en la LOU referida a la 
creación de spin-offs, al igual que la establecida en la Ley de Investigación 
biomédica a este respecto, queda derogada prácticamente en su totalidad, y se 
establece una nueva normativa.

Así, según el citado Proyecto, “el personal investigador que preste servi-
cios en Universidades Públicas tendrá derecho a participar en los benefi cios 
que obtengan las entidades para las que presta servicios, como consecuencia 
de la eventual explotación de los resultados de la actividad de investigación, 
desarrollo e innovación en que haya participado, si bien los referidos benefi -
cios no tendrán en ningún caso naturaleza retributiva o salarial para el perso-
nal investigador” (apartado 1 del artículo 13).
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Asimismo, el apartado 4 del artículo 16 establece las condiciones para 
la concesión de excedencias temporales al personal investigador para incor-
porarse a agentes privados de ejecución del Sistema Español de Ciencia y 
Tecnología. Así, señala que:

“El personal investigador funcionario de carrera o laboral fi jo que 
preste servicios en Universidades Públicas podrá ser declarado en situación 
de excedencia temporal por un plazo máximo de cinco años, para incorpo-
rarse a agentes privados de ejecución del Sistema Español de Ciencia y 
Tecnología, o a agentes internacionales o extranjeros.

La concesión de la excedencia temporal se subordinará a las necesida-
des del servicio y al interés que la Universidad Pública para el que preste 
servicios tenga en la realización de los trabajos que se vayan a desarrollar 
en la entidad de destino, y se concederá para el desarrollo de tareas de inves-
tigación científi ca y técnica, desarrollo tecnológico, transferencia o difusión 
del conocimiento directamente relacionadas con la actividad que el personal 
investigador viniera realizando en la Universidad Pública de origen.

Además, la Universidad Pública u Organismo de origen deberá mante-
ner una vinculación jurídica con el agente de destino a través de cualquier 
instrumento válido en derecho que permita dejar constancia de la vinculación 
existente, relacionada con los trabajos que el personal investigador vaya a 
desarrollar. A tales efectos, la unidad de la Universidad Pública de origen 
para el que preste servicios deberá emitir un informe favorable en el que se 
contemplen los anteriores extremos.

La duración de la excedencia temporal no podrá ser superior a cinco 
años, sin que sea posible, agotado dicho plazo, la concesión de una nueva 
excedencia temporal por la misma causa hasta que hayan transcurrido al 
menos dos años desde el reingreso al servicio activo o la incorporación al 
puesto de trabajo desde la anterior excedencia.

Durante ese periodo, el personal investigador en situación de excedencia 
temporal no percibirá retribuciones por su puesto de origen, y tendrá derecho 
a la reserva del puesto de trabajo y a la evaluación de la actividad investiga-
dora, en su caso.

El personal investigador en situación de excedencia temporal deberá 
proteger el conocimiento de los equipos de investigación conforme a la nor-
mativa de propiedad intelectual e industrial, a las normas aplicables a la 
Universidad Pública de origen, y a los acuerdos y convenios que éstos hayan 
suscrito.

Si, antes de fi nalizar el periodo por el que se hubiera concedido la exce-
dencia temporal, el empleado público no solicitara el reingreso al servicio 
activo o, en su caso, la reincorporación a su puesto de trabajo, será decla-
rado de ofi cio en situación de excedencia voluntaria por interés particular 
o situación análoga para el personal laboral que no conlleve la reserva del 
puesto de trabajo permitiendo, al menos, la posibilidad de solicitar la incor-
poración de nuevo a la Universidad Pública de origen”.
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Adicionalmente, se regulan las condiciones para la autorización al per-
sonal investigador a la prestación de servicios mediante un contrato laboral a 
tiempo parcial en sociedades mercantiles. Así, el apartado 1 del artículo 17 
señala que “las Universidades Públicas podrán autorizar al personal investi-
gador la prestación de servicios, mediante un contrato laboral a tiempo parcial 
y de duración determinada, en sociedades mercantiles creadas o participadas 
por la entidad para la que dicho personal preste servicios. Esta autorización 
requerirá la justifi cación previa, debidamente motivada, de la participación del 
personal investigador en una actuación relacionada con las prioridades cientí-
fi co técnicas establecidas en la Estrategia Española de Ciencia y Tecnología 
o en la Estrategia Estatal de Innovación”. Ahora bien, según el apartado 2 del 
artículo anterior “los reconocimientos de compatibilidad no podrán modifi car 
la jornada de trabajo y horario del interesado, y quedarán automáticamente sin 
efecto en caso de cambio de puesto en el sector público”.

Además, se suaviza el régimen de incompatibilidades, ya que se recoge 
que “las limitaciones establecidas en los artículos 12.1.b) y d) y 16 de la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio 
de las Administraciones Publicas, no serán de aplicación al personal inves-
tigador que preste sus servicios en las entidades que creen o participen las 
sociedades a que se alude en el apartado 1 del artículo 17, siempre que dicha 
excepción haya sido autorizada por las Universidades Públicas” (apartado 3 
del artículo 17).

Por otra parte, al objeto de impulsar la investigación y técnica, la inno-
vación, la transferencia del conocimiento, la difusión y la cultura científi ca y 
tecnológica, “los agentes de fi nanciación del Sistema Español de Ciencia y 
Tecnología impulsarán la participación activa de los agentes públicos de ejecu-
ción en el desarrollo de la investigación y en la implantación de la innovación 
para estimular la generación del conocimiento y la investigación de calidad, así 
como para mejorar la productividad y la competitividad, la sociedad del cono-
cimiento y el bienestar social a partir de la creación de una cultura empresa-
rial de la innovación”. Con este fi n llevarán a cabo, entre otras, “medidas para 
el fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación, como el fomento 
de la generación de nuevas empresas de base tecnológica”; y “medidas para la 
transferencia de conocimiento, que incluirá el fomento de la cooperación de los 
agentes públicos de ejecución con el sector privado a través, entre otros, de la 
participación en sociedades mercantiles en los términos previstos en la Ley de 
Economía Sostenible, con el objeto de favorecer la diversifi cación empresarial 
y la transformación de los resultados de la investigación científi ca y técnica en 
desarrollo económico y social sostenible” (artículo 32).

Asimismo, “las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, fomentarán la valorización, la protección y la transfe-
rencia del conocimiento con objeto de que los resultados de la investigación 
sean transferidos a la sociedad” (apartado 1 del artículo 34). En concreto, la 
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valorización tendrá entre otros objetivos, “establecer mecanismos de trans-
ferencia de conocimientos, capacidades y tecnología, con especial interés 
en la creación y apoyo a empresas de base tecnológica” (apartado 2 del artí-
culo 34).

Además, el artículo 35 señala que “se regirán por el derecho privado 
aplicable con carácter general, con sujeción al principio de libertad de pac-
tos, y podrán ser adjudicados de forma directa, los siguientes contratos 
relativos a promoción, gestión y transferencia de resultados de la actividad 
de investigación, desarrollo e innovación, suscritos por las Universidades 
Públicas:

a) contratos de sociedad suscritos con ocasión de la constitución o parti-
cipación en sociedades.

b) contratos de colaboración para la valorización y transferencia de resul-
tados de la actividad de investigación, desarrollo e innovación.

c) contratos de prestación de servicios de investigación y asistencia téc-
nica con entidades públicas y privadas, para la realización de trabajos 
de carácter científi co y técnico o para el desarrollo de enseñanzas de 
especialización o actividades específi cas de formación. No obstante, 
en el caso de que el receptor de los servicios sea una entidad del sector 
publico sujeta a la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público, ésta deberá ajustarse a las prescripciones de la citada 
ley para la celebración del correspondiente contrato”.

Por otra parte, se crea la fi gura de joven empresa innovadora. Así, “el 
Ministerio de Ciencia e Innovación otorgará la condición de joven empresa 
innovadora a aquella empresa que tenga una antigüedad inferior a 6 años y 
cumpla los siguientes requisitos:

a) Que haya realizado unos gastos en investigación, desarrollo e innova-
ción tecnológica que representen al menos el 15% de los gastos totales 
de la empresa durante los dos ejercicios anteriores, o en el ejercicio 
anterior cuando se trate de empresas de menos de dos años.

b) Que el Ministerio de Ciencia e Innovación haya constatado, 
mediante una evaluación de expertos, en particular sobre la base de 
un plan de negocios, que la empresa desarrollará, en un futuro previ-
sible, productos, servicios o procesos tecnológicamente novedosos o 
sustancialmente mejorados con respecto al estado tecnológico actual 
del sector correspondiente, y que comporten riesgos tecnológicos o 
industriales.

El Gobierno, en el plazo de un año tras la entrada en vigor de esta ley, 
aprobará el Estatuto de la joven empresa innovadora” (disposición adicional 
tercera).
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Por último, se establece el derecho del personal investigador a una com-
pensación económica por la creación de obras de carácter intelectual cuyos 
derechos de explotación correspondan a una universidad. Así, la disposi-
ción adicional decimonovena señala que “en los casos en que los derechos 
de explotación de una obra de carácter intelectual creada correspondan a una 
Universidad, el personal dedicado a la investigación tendrá derecho a una 
compensación económica en atención a los resultados en la producción y 
explotación de la obra, que se fi jará en atención a la importancia comercial 
de aquella y teniendo en cuenta las aportaciones propias del empleado” y que 
“las modalidades y cuantía de la participación del personal investigador en 
los benefi cios que se obtengan de la explotación o cesión de dichos derechos, 
serán establecidas por las propias Universidades. La participación no podrá 
tener en ningún caso naturaleza retributiva o salarial”.

Los cambios introducidos en el Proyecto de Ley de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación han traído consigo la necesidad de realizar una 
serie de supresiones y/o modifi caciones en la Ley de Incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas, en la LOU y en la Ley 
de Investigación biomédica.

Así, el Proyecto de esta Ley suprime el apartado 3 del artículo 83 de la 
LOU (apartado nueve de la disposición fi nal tercera), que regula la posibili-
dad de que el profesorado funcionario y contratado permanente universita-
rio solicite una excedencia para incorporarse a una empresa tecnológica, y la 
disposición adicional vigésimo cuarta de la Ley de modifi cación parcial de 
la LOU (apartado 1 de la disposición derogatoria única), que establece la eli-
minación de la aplicación a los profesores funcionarios de las limitaciones 
establecidas en el artículo 12.1.b y 12.1.d de la Ley de Incompatibilidades, 
cuando participen en empresas de base tecnológica. Esta supresión elimina la 
necesidad de que el Gobierno, en cumplimiento de lo establecido en la LOU, 
regule las condiciones para la concesión de dicha excedencia y la determina-
ción de la naturaleza de base tecnológica de estas empresas. Además, deja sin 
sentido todo lo recogido en el Borrador de Real Decreto del estatuto del per-
sonal docente o investigador universitario sobre la posibilidad de obtención 
de una excedencia, conforme a lo previsto en el apartado 3 del artículo 83 de 
la LOU, y la regulación de la misma.

Por su parte, la disposición fi nal primera de la Ley de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación da una nueva redacción al artículo 6 de la Ley 
de Incompatibilidades, que en su apartado segundo señala que “el personal 
investigador al servicio de las Universidades Públicas podrá ser autorizado a 
prestar servicios en sociedades creadas o participadas por las mismas en los 
términos establecidos en esta ley y en la Ley xx/2010, de xx de xxxx, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación, por los órganos competentes de las 
Universidades Públicas”.



JOSÉ MARÍA BERAZA GARMENDIA88

Asimismo, la disposición final tercera de la citada Ley realiza las 
siguientes modifi caciones en la LOU:

a) Se añade un apartado 5 al artículo 80, en el que se señala que “for-
marán parte del patrimonio de la Universidad los derechos de propie-
dad industrial y propiedad intelectual de los que ésta sea titular como 
consecuencia del desempeño por el personal de la Universidad de las 
funciones que les son propias. La administración y gestión de dichos 
bienes se ajustará a lo previsto a tal efecto en la Ley xx/2010, de xx de 
xxxx, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación”.

b) Se da una nueva redacción al artículo 84, que queda redactado como 
sigue “para la promoción y desarrollo de sus fi nes, las Universidades, 
por sí solas o en colaboración con otras entidades públicas o privadas, 
y con la aprobación del Consejo Social, podrán crear empresas, funda-
ciones u otras personas jurídicas de acuerdo con la legislación general 
aplicable. Será de aplicación lo dispuesto en la Ley xx/2010, de xx de 
xxxx, de Economía Sostenible, así como en la Ley xx/2010, de xx, de 
xxxx, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación”.

c) Se añade un apartado 1.bis a la disposición adicional décima, según 
el cual “será de aplicación al personal docente e investigador de las 
Universidades Públicas la regulación de movilidad del personal 
de investigación prevista en la Ley xx/2010, de xx de xxxx, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación”.

Igualmente, la disposición fi nal séptima de la citada Ley modifi ca el 
apartado 1 del artículo 3 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y 
uso racional de los medicamentos y los productos sanitarios, que queda 
redactado como sigue “sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas 
para el ejercicio de actividades públicas, el ejercicio clínico de la medicina, 
de la odontología y de la veterinaria y otras profesiones sanitarias con facul-
tad para prescribir o indicar la dispensación de los medicamentos será incom-
patible con cualquier clase de intereses económicos directos derivados de 
la fabricación, elaboración, distribución y comercialización de los medica-
mentos y productos sanitarios. Se exceptúa de lo anterior lo establecido en 
la Ley xx/2010, de xx de xxxx, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
respecto a la participación del personal de los centros de investigación 
dependientes de las Administraciones Publicas en las entidades creadas o par-
ticipadas por aquellos, con el objeto previsto en la misma”.

Finalmente, la disposición fi nal octava de la citada Ley modifi ca el artículo 
86 de la Ley de investigación biomédica sobre movilidad del personal inves-
tigador, cuyo apartado 2 señala que “el personal funcionario y el estatutario 
podrá prestar servicios en sociedades mercantiles, en los términos previstos en 
la Ley xx/2010, de xx de xxxx, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación”.
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5.2.   El Proyecto de Ley de Economía Sostenible
El nuevo marco legal para la creación de spin-offs en las universida-

des españolas, recogido en el Proyecto de Ley de la Ciencia, la Tecnología 
y la Innovación, se completa con lo establecido en el Proyecto de Ley de 
Economía Sostenible.

Así, en el artículo 55 de este Proyecto se establece la titularidad y carác-
ter patrimonial de los resultados de la actividad investigadora y el derecho 
a solicitar los correspondientes títulos de propiedad industrial e intelectual 
para su protección. En concreto, el apartado 1 señala que los resultados de las 
actividades de investigación, desarrollo e innovación realizadas como conse-
cuencia del desempeño de las funciones que les son propias, por el personal 
investigador de las universidades públicas, así como el derecho a solicitar los 
títulos de propiedad industrial adecuados para su protección jurídica pertene-
cerán a las entidades cuyos investigadores los hayan obtenido en el ejercicio 
de las funciones que les son propias. A continuación, el apartado 2 establece 
que “los derechos de explotación relativos a la propiedad intelectual corres-
ponderán a las entidades en que el autor haya desarrollado una relación de 
servicios, en los términos y con el alcance previsto en la legislación sobre 
propiedad intelectual”.

Por su parte, el artículo 56 establece la aplicación del derecho privado a 
los contratos relativos a promoción, gestión y transferencia de resultados de 
la actividad investigadora, con la redacción siguiente:

1. La transmisión a terceros de derechos sobre los resultados de la actividad 
investigadora a que se refi ere el artículo anterior requerirá la previa decla-
ración, por el órgano competente de la universidad, de que el derecho no 
es necesario para la defensa o mejor protección del interés público.

2. La transmisión a terceros de derechos sobre los resultados de la acti-
vidad investigadora, bien se trate de cesión de la titularidad de una 
patente o de concesión de licencias de explotación sobre la misma, o 
de las transmisiones y contratos relativos a la propiedad intelectual, 
se regirá por el derecho privado, en los términos previstos por esta ley 
y las disposiciones reguladoras y estatutos de las universidades públi-
cas, aplicándose los principios de la legislación del patrimonio de las 
Administraciones Públicas para resolver las dudas y lagunas que pue-
dan presentarse.

3. La transmisión de derechos se llevará a cabo mediante adjudicación 
directa en los siguientes supuestos:

a) Cuando los derechos se transmitan a otra Administración 
Pública o, en general, a cualquier persona jurídica de derecho 
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público o privado perteneciente al sector público. A estos efec-
tos, se entenderá por persona jurídica de derecho privado perte-
neciente al sector público la sociedad mercantil en cuyo capital 
sea mayoritaria la participación directa o indirecta de una o 
varias Administraciones Públicas o personas jurídicas de dere-
cho público.

b) Cuando los derechos se transmitan a una entidad sin ánimo de 
lucro, declarada de utilidad pública.

c) Cuando fuera declarado desierto el procedimiento promovido 
para la enajenación o éste resultase fallido como consecuencia 
del incumplimiento de sus obligaciones por parte del adjudica-
tario, siempre que no hubiese transcurrido más de un año desde 
la celebración de los mismos. En este caso, las condiciones de 
la enajenación no podrán ser inferiores de las anunciadas previa-
mente o de aquéllas en que se hubiese producido la adjudicación.

d) Cuando la titularidad del derecho corresponda a dos o más 
propietarios y la venta se efectúe a favor de uno o más 
copropietarios.

e) Cuando la transmisión se efectúe a favor de quien ostente un 
derecho de adquisición preferente.

f) Cuando la titularidad del derecho corresponda a dos o más pro-
pietarios alguno de los cuales no pertenezca al sector público, y 
el copropietario o copropietarios privados hubieran formulado 
una propuesta concreta de condiciones de la transmisión. En 
este caso, los copropietarios públicos deberán aprobar expre-
samente las condiciones propuestas, previa verifi cación de la 
razonabilidad de las mismas.

g) Cuando por las peculiaridades del derecho, la limitación de la 
demanda, la urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles 
o la singularidad de la operación proceda la adjudicación directa.

h) Cuando resulte procedente por la naturaleza y características 
del derecho o de la transmisión, según la normativa vigente, 
como en los casos de las licencias de pleno derecho o de las 
licencias obligatorias.

4. En supuestos distintos de los enumerados en el apartado anterior, para 
la transmisión deberá seguirse un procedimiento basado en la concu-
rrencia competitiva de interesados, en el que se garantice una difu-
sión previa adecuada del objeto y condiciones de la misma, que podrá 
realizarse a través de las páginas institucionales mantenidas en inter-
net por el organismo o entidad titular del derecho y el Departamento 
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ministerial del que dependa o al que esté adscrito. En dicho procedi-
miento deberá asegurarse, asimismo, el secreto de las proposiciones y 
la adjudicación a la proposición económicamente más ventajosa.

5. En todo caso, la transmisión de los derechos sobre estos resultados se 
hará con una contraprestación que corresponda a su valor de mercado.

6. Cuando se transfi era la titularidad del derecho a una entidad privada 
deberá preverse, en la forma que reglamentariamente se determine, 
la inclusión en el contrato de cláusulas de mejor fortuna que permi-
tan a las entidades públicas recuperar parte de las plusvalías que se 
obtengan en caso de sucesivas transmisiones de los derechos o cuando 
debido a circunstancias que no se hubieran tenido en cuenta en el 
momento de la tasación, se apreciase que el valor de transferencia 
de la titularidad del derecho fue inferior al que hubiera resultado de 
tenerse en cuenta dichas circunstancias.

Adicionalmente, en el artículo 57 de este Proyecto se recogen las condi-
ciones para la cooperación de los agentes públicos de ejecución con el sector 
privado a través de la participación en empresas innovadoras de base tecno-
lógica. En concreto, el citado artículo señala que “las universidades podrán 
participar en el capital de sociedades mercantiles cuyo objeto social sea la 
realización de alguna de las siguientes actividades:

a) La investigación, el desarrollo o la innovación.
b) La realización de pruebas de concepto.
c) La explotación de patentes de invención y, en general, la cesión y 

explotación de los derechos de la propiedad industrial e intelectual.
d) El uso y el aprovechamiento, industrial o comercial, de las innovacio-

nes, de los conocimientos científi cos y de los resultados obtenidos y 
desarrollados por dichos agentes.

e) La prestación de servicios técnicos relacionados con sus fi nes propios”.
Asimismo, se potencia la transferencia de conocimiento a la socie-

dad mediante la colaboración entre las universidades y el sector productivo. 
Colaboración que podrá articularse, entre otras modalidades, a través de la 
constitución de empresas innovadoras de base tecnológica (apartado 2 del 
artículo 65). Finalmente, se contempla la posibilidad de que las universida-
des puedan “promover la creación de empresas innovadoras de base tecnoló-
gica, abiertas a la participación en su capital societario de uno o varios de sus 
investigadores, al objeto de realizar la explotación económica de resultados 
de investigación y desarrollo obtenidos por éstos. Dichas empresas deberán 
reunir las características previstas en el artículo 57 de esta ley” (apartado 3 
del artículo 65).
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En resumen, ambos Proyectos contienen modifi caciones que afectan al 
entorno normativo de la protección y transferencia de los resultados de la 
investigación, en general, y de la creación de EBT, en particular. Así, las 
principales modifi caciones que se introducen son las siguientes:

• Fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación, mediante 
la generación de nuevas empresas de base tecnológica, y de la transfe-
rencia de conocimiento, que incluirá el fomento de la cooperación de 
los agentes públicos de ejecución con el sector privado, a través de la 
participación en sociedades mercantiles (artículo 32 PLCTI).

• Establecimiento de las condiciones para la cooperación de los agentes 
públicos de ejecución con el sector privado a través de la participación 
en empresas innovadoras de base tecnológica (artículo 57 PLES).

• Posibilidad de que las universidades puedan promover la creación de 
empresas innovadoras de base tecnológica, abiertas a la participación 
en su capital societario de uno o varios de sus investigadores, al objeto 
de realizar la explotación económica de resultados de investigación y 
desarrollo obtenidos por éstos (artículo 65 PLES).

• Fomento de la valorización del conocimiento mediante el estableci-
miento de mecanismos de transferencia de conocimiento, capacidades 
y tecnología, con especial interés en la creación y apoyo a las empresas 
de base tecnológica (artículo 34 PLCTI).

• Creación de la fi gura de joven empresa innovadora (disposición adicio-
nal tercera PLCTI).

• Establecimiento de la titularidad y carácter patrimonial de los resul-
tados de la actividad investigadora y del derecho a solicitar los 
correspondientes títulos de propiedad industrial e intelectual para su 
protección (artículo 55 PLES).

• Participación del personal investigador en los benefi cios obtenidos 
por la explotación de los resultados de la investigación (artículo 13 
PLCTI).

• Derecho del personal investigador a una compensación económica en 
atención a los resultados de la producción y explotación de obras de 
carácter intelectual (disposición adicional decimonovena PLCTI).

• Regulación por el derecho privado de la transferencia de tecnología, 
y posibilidad de adjudicación de forma directa de contratos relativos 
a la promoción, gestión y transferencia de conocimiento (artículo 35 
PLCTI Y 56 PLES).

• Suavización de la normativa de incompatibilidades para el perso-
nal investigador que preste sus servicios en las entidades que creen o 
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participen sociedades mercantiles, e introducción de la posibilidad de 
autorizar a este personal a prestar servicios, mediante un contrato labo-
ral a tiempo parcial, en las mismas (artículo 17 PLCTI).

• Regulación de la concesión de una excedencia temporal al personal 
investigador funcionario de carrera o laboral fi jo que preste servicios 
en Universidades Públicas para incorporarse a agentes privados de eje-
cución del Sistema Español de Ciencia y Tecnología, o a agentes inter-
nacionales o extranjeros (artículo 16 PLCTI).

• Levantamiento de la incompatibilidad en el ámbito sanitario a la parti-
cipación del personal de los centros de investigación dependientes de 
las Administraciones Publicas en las entidades creadas o participadas 
por aquellos, con el objeto de fabricar, elaborar, distribuir y comercia-
lizar medicamentos y productos sanitarios (disposición fi nal séptima 
PLCTI).

6   CONCLUSIONES

Hasta fechas recientes la legislación española no ha favorecido la crea-
ción de spin-offs universitarias. Así, La Ley 11/1983, de 25 de agosto, de 
Reforma Universitaria, no hace ninguna mención expresa a la función de 
transferencia de conocimiento universitaria, en general, y a la creación de 
spin-offs universitarias, en particular.

En cambio, La Ley 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades incluye 
la transferencia de conocimiento como una de las funciones de las univer-
sidades y hace mención expresa, por primera vez, de la posibilidad de la 
transferencia de conocimiento a través de la creación de empresas de base 
tecnológica a partir de la actividad universitaria, en cuyas actividades podrá 
participar el personal docente e investigador de las Universidades por medio 
de la fi rma de contratos para la realización de trabajos de carácter científi co, 
técnico o artístico, así como para el desarrollo de enseñanzas de especiali-
zación o actividades específi cas de formación. Además, se establece que las 
Universidades, con la aprobación del Consejo Social, podrán crear, por sí 
solas o en colaboración con otras entidades públicas o privadas, empresas, 
de acuerdo con la legislación general aplicable. En consecuencia, no existen 
obstáculos legales que impidan a las universidades la creación de sociedades 
mercantiles dirigidas a explotar comercialmente los resultados de la investi-
gación universitaria.

Aunque esta Ley abre la posibilidad de la creación de spin-offs en las 
universidades españolas, no favorece la misma. Esta Ley, en su primera 
redacción, no hace ninguna mención a la posibilidad de la participación del 
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profesor en el capital social, en los órganos de administración o a ocupar un 
puesto de trabajo en la spin-off, si quiere mantener su condición de funciona-
rio. De hecho, la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones Pública es muy estricta con el 
personal docente universitario, e impide el reconocimiento de compatibilidad 
si el profesor desarrolla su actividad a tiempo completo; además, los profeso-
res universitarios no podrán formar parte de los consejos de administración ni 
de los órganos rectores de las spin-offs siempre que su actividad esté directa-
mente relacionada con las que gestione el departamento, organismo o entidad 
en que preste sus servicios el personal afectado; y en cuanto a la participación 
del profesor en el capital de la empresa, obliga a una participación del profe-
sor en el capital no superior al 10% si la spin-off quiere tener la posibilidad 
de contratar con las administraciones públicas.

Estas difi cultades son las que motivaron que desde distintos foros se exi-
giera en su día una reforma de las disposiciones legales que regulaban el pro-
ceso de creación de empresas de base tecnológica desde las universidades.

Así, la reforma de la LOU establece, por primera vez, el reconoci-
miento curricular de la transferencia de conocimiento, suaviza el régimen 
de incompatibilidades del profesor funcionario a los efectos de su participa-
ción en EBT, y prevé, también por primera vez, un régimen específi co para 
la participación del personal docente universitario en este tipo de empresas. 
Sin embargo, la falta de cumplimiento del desarrollo legislativo previsto en 
la propia Ley, deja sin efecto la mayoría de las medidas contempladas en la 
misma.

Por su parte, aunque circunscrita al ámbito de la investigación biomé-
dica, la Ley 14/2007 de 3 de julio, por primera vez, regula las condiciones 
para la concesión de excedencias por incorporación a empresas de base 
tecnológica, y se establece lo que se entiende por una empresa de base 
tecnológica.

Mientras sigue todavía pendiente el desarrollo legislativo señalado ante-
riormente5, la creación de spin-offs universitarias en las universidades espa-
ñolas parece que va a ser objeto de un nuevo marco legal, a través de la nueva 
Ley de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, y la Ley de Economía 
Sostenible, que se encuentran en trámite parlamentario a la fecha de fi naliza-
ción de este artículo.

Ambas Leyes contienen modifi caciones que afectan al entorno norma-
tivo de la protección y transferencia de los resultados de la investigación, en 

5. Si se aprueba finalmente la LCTI conforme a la redacción que tiene el Proyecto de Ley, 
el único desarrollo legislativo pendiente sería el Estatuto del personal docente o investigador 
universitario.
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general, y de la creación de EBT, en particular, y que van dirigidas a favo-
recer ambos procesos en las universidades españolas. Estas modifi caciones, 
junto con las introducidas anteriormente, suponen que hoy por hoy6:

• El ejercicio de la actividad de transferencia de conocimiento por parte 
del personal docente e investigador dará derecho a la evaluación de sus 
resultados y al reconocimiento de los méritos alcanzados, como criterio 
relevante para determinar su efi ciencia en el desarrollo de su actividad 
profesional.

• La titularidad de las invenciones pertenecerán a las universidades 
cuyos investigadores los hayan obtenido en el ejercicio de las funcio-
nes que les son propias, sin perjuicio de que dichos investigadores ten-
drán derecho a participar en los benefi cios que obtengan las mismas. 
Asimismo, los derechos de explotación relativos a la propiedad inte-
lectual corresponderán a la universidad en la que el autor haya desa-
rrollado una relación de servicios, sin perjuicio de que el autor tendrá 
derecho a una compensación económica en atención a los resultados en 
la producción y explotación de la obra. Todo ello, favorece su implica-
ción en las actividades de transferencia de conocimiento.

• Quedan delimitadas las condiciones bajo las cuales la universidad 
puede realizar la transmisión a terceros de derechos sobre los resul-
tados de la actividad investigadora o de las transmisiones y contratos 
relativos a la propiedad intelectual.

• Se regirán por el derecho privado, y podrán ser adjudicados de forma 
directa, los contratos suscritos por las universidades con ocasión de la 
constitución o participación en sociedades, los contratos de colabora-
ción para la valorización y transferencia de resultados de la actividad 
de investigación, desarrollo e innovación, y los contratos de prestación 
de servicios de investigación y asistencia técnica con entidades públi-
cas y privadas, para la realización de trabajos de carácter científi co y 
técnico o para el desarrollo de enseñanzas de especialización o activi-
dades específi cas de formación.

• Las universidades podrán colaborar con el sector público mediante la 
constitución de empresas innovadoras de base tecnológica7. Asimismo, 
las universidades podrán promover la creación de empresas inno-
vadoras de base tecnológica, abiertas a la participación en su capital 
societario de uno o varios de sus investigadores, al objeto de realizar 
la explotación económica de resultados de investigación y desarrollo 

6. Supuesto que ambos Proyectos sean aprobados con su actual redacción.

7. Si bien el PLCTI y el PLES no establecen una definición de lo que se entiende por 
empresa innovadora de base tecnológica, 
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obtenidos por éstos, siempre que dichas empresas reúnan las caracte-
rísticas previstas en el artículo 57 del PLES. Igualmente, las universi-
dades podrán participar en el capital de sociedades mercantiles cuyo 
objeto social sea la realización de alguna de las actividades previstas en 
el citado artículo 57.

• Si bien la legislación actual no establece una defi nición de lo que se 
entiende por empresa innovadora de base tecnológica, conforme a lo 
señalado en el artículo 57 del PLES, la posibilidad de promoción de 
empresas por parte de las universidades, señalada en el punto anterior, 
queda limitada a aquellas cuyo objeto social sea la realización de alguna 
de las siguientes actividades: la investigación, el desarrollo o la innova-
ción; la realización de pruebas de concepto, la explotación de patentes 
de invención y, en general, la cesión y explotación de los derechos de 
la propiedad industrial e intelectual; el uso y el aprovechamiento, indus-
trial o comercial, de las innovaciones, de los conocimientos científi cos y 
de los resultados obtenidos y desarrollados por la universidad; y la pres-
tación de servicios técnicos relacionados con sus fi nes propios.

• Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, fomentarán la valorización del conocimiento, que tendrá entre 
uno de sus objetivos, establecer mecanismos de transferencia de cono-
cimientos, capacidades y tecnología, con especial interés en la creación 
y apoyo a empresas de base tecnológica.

• El personal docente e investigador de las Universidades, conforme al 
régimen previsto en el artículo 83 de la LOU, podrá participar en las 
actividades de las empresas de base tecnológica creadas a partir de la 
actividad universitaria, mediante la celebración de contratos para la 
realización de trabajos de carácter científi co, técnico o artístico, así 
como para el desarrollo de enseñanzas de especialización o actividades 
específi cas de formación.

• El personal investigador funcionario de carrera o laboral fi jo univer-
sitario podrá ser declarado en situación de excedencia temporal por 
un plazo máximo de 5 años, para incorporarse a empresas innovado-
ras de base tecnológica promovidas por la universidad, conforme a 
lo señalado en el artículo 65 del PLES8. Ahora bien, la excedencia 

8. En realidad, tal como se ha indicado en el apartado anterior, el PLCTI señala que la 
excedencia podrá ser concedida para incorporarse a agentes privados de ejecución del Sistema 
Español de Ciencia y Tecnología. Según el citado Proyecto, son agentes privados aquellas enti-
dades privadas que realizan o dan soporte a la investigación científica y técnica. A falta de una 
precisión mayor, se puede suponer que entre estos agentes privados se incluye a las empresas 
innovadoras de base tecnológica promovidas por la universidad, conforme a lo señalado en el 
artículo 65 del PLES.
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se concederá para la realización de unas actividades determinadas 
y siempre que exista una vinculación jurídica de la universidad con 
el agente de destino, conforme a lo establecido en el artículo 16 del 
PLCTI.

• El personal investigador podrá ser autorizado para la prestación de 
servicios, mediante un contrato laboral a tiempo parcial y de duración 
determinada, en sociedades mercantiles creadas o participadas por la 
universidad para la que dicho personal preste servicios, conforme a lo 
señalado en el artículo 17 del PLCTI.

• Los profesores funcionarios podrán ser autorizados por su universidad 
a pertenecer a los consejos de administración o tener una participación 
superior al 10% en el capital social de las sociedades mercantiles crea-
das o participadas por la universidad para la que presta servicios.

• Las empresas innovadoras de base tecnológica promovidas por la uni-
versidad podrán tener el estatuto de joven empresa innovadora, si cum-
plen las condiciones establecidas en la disposición adicional tercera del 
PLCTI. En todo caso, todavía está pendiente de aprobación por parte 
del Gobierno dicho Estatuto.

En conclusión, supuesto que los Proyectos de LCTI y LES sean apro-
bados con su actual redacción, las universidades españolas van a tener 
fi nalmente un marco legal favorable para la creación de spin-offs, ya que el 
mismo cubre los requisitos básicos que la creación de spin-offs universitarias 
exige de la legislación.
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